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RESUMEN  
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Tutor: 

Ab. Aníbal Campoverde Nivicela, Mgs. 

En el presente trabajo de investigación se desarrolla de conformidad con los 
presupuestos establecidos por el sistema de titulación de la Universidad Técnica 
de Machala previo a la Obtención del Título de Abogado de la Juzgados y 
Tribunales de la República del Ecuador cuyo objeto de estudio es determinar la 
existencia de inconstitucionalidad o restricción normativa de la presentación 
conjunta de la Acción Extraordinaria de Protección y la Medida Cautelar. Para el 
desarrollo del informe final de investigación se tomó como premisa que la 
Constitución de la República del Ecuador no genera excepciones en la 
presentación conjunta de las garantías jurisdiccionales, sin embargo, la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional restringue la 
presentacion onjunta de la Acción Extraordinaria de Protección y la Medida 
Cautelar. La investigación concluye con la presentación de los resultados de 
investigación, a través del cumplimiento de los objetivos de investigación 
propuestos, esto es, que existe restriccion normativa inconstitucional, por lo que 
la Corte Constitucional realizar el control respectivo para el efectivo ejercicio de 
los derechos constitucionales protegidos por las garantías jurisdiccionales. 

PALABRAS CLAVE: RESTRICCION NORMATIVA, PRESENTACION 
CONJUNTA, GARANTÍAS JURISDICCIONALES, INCONSTITUCIONALIDAD, 
CORTE CONSTITUCIONAL 
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Ab. Aníbal Campoverde Nivicela, Mgs. 

In the present research work is developed in accordance with the budgets 
established by the titling system of the Technical University of Machala prior to 
obtaining the title of lawyer of the Courts and Tribunals of the Republic of Ecuador 
whose purpose is to determine the Existence of unconstitutionality or normative 
restriction of the joint presentation of the Extraordinary Action of Protection and 
the Cautelar Measure. For the development of the final investigation report, it was 
assumed that the Constitution of the Republic of Ecuador does not give rise to 
exceptions in the joint presentation of jurisdictional guarantees, however, the 
Organic Law on Jurisdictional Guarantees and Constitutional Control restricts the 
joint submission of the Extraordinary Action of Protection and the Measure of 
Protection. The investigation concludes with the presentation of the research 
results, through the fulfillment of the proposed research objectives, that is, that 
there is unconstitutional normative restriction, reason why the Constitutional 
Court make the respective control for the effective exercise of the constitutional 
rights Protected by jurisdictional guarantees. 
 
KEY WORDS: NORMATIVE RESTRICTION, JOINT PRESENTATION, 
JURISDICTIONAL GUARANTEES, UNCONSTITUTIONALITY, 
CONSTITUTIONAL COURT 
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INTRODUCCIÓN 

El desarrollo del presente trabajo se realizó en el estudio del Derecho 
Constitucional, a través del cumplimiento de las normas para la presentación y 
ejecución del caso práctico del examen complexivo en el proceso de titulación 
de la Universidad Técnica de Machala, con el tema ANALISIS DE LA 
RESTRICCION NORMATIVA DE LA PRESENTACION DE GARANTIAS 
CONSTITUCIONALES Y LA DESNATURALIZACIÓN DE LA ACCIÓN 
EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN. 

La Acción Extraordinaria de Protección se posesiona en el sistema jurídico 
ecuatoriano para la protección de los derechos fundamentales de las personas 
que hubieren sido objeto de vulneración de derechos a través de la emisión de 
sentencias o resoluciones por autoridades administrativas o judiciales. Para la 
presentación de esta Garantía Jurisdiccional, se deberá considerar lo dispuesto 
en el Art. 94 de la Constitución de la República que determina los requisitos para 
su admisión, como lo son:  1.- Que se trate de sentencias, autos y resoluciones 
firmes o ejecutoriados y 2.- Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento 
se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos 
reconocidos en la Constitución. (Asamblea Constituyente, 2008)  

Por su parte, la misma norma establece la existencia de Medidas Cautelares de 
carácter constitucional, que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional establece que la necesidad para la presentación de esta 
garantía corresponde a la posibilidad de que los derechos constitucionales 
estuvieran siendo vulnerados o pudieren estar en grave riesgo. 

Debido a la importancia que representa el ejercicio de las garantías 
jurisdiccionales, la misma Carta Magna en su Art. 87 determina la admisibilidad 
de la presentación conjunta de garantías jurisdiccionales, facultad que se ratifica 
en la norma sustantiva constitucional, sin embargo, esta ultima al determina la 
forma de presentación, restringe la posibilidad de que la AEP y la medida 
cautelar se presente de forma conjunta. 

Con relación a lo expuesto, el informe de investigación presenta el análisis sobre 
el conflicto normativo que representa la restricción normativa de la presentación 
conjunta de la Acción Extraordinaria de Protección y la Medida Cautelar como 
garantía jurisdiccional, que se presenta para evitar la desnaturalización de la 
AEP, debido a que su libre presentación no represente la desnaturalización de 
esta garantía jurisdiccional permitiendo que su uso ordinario genere efectos 
suspensivos a las actuaciones de la justicia ordinaria. 

Bajo estas premisas, se planteó como objetivo general del presente trabajo el de 
Determinar la constitucionalidad de la restricción normativa a la presentación 
conjunta de las garantías jurisdiccionales; y como objetivos específicos: a) 
Establecer la naturaleza de la acción extraordinaria de protección; y, b) 
Establecer los fundamentos sobre los que se sostiene la restricción normativa a 
la presentación conjunta de la AEP y las medidas cautelares. 



VI 

 

Para el cumplimiento de los objetivos propuestos, el trabajo se desarrolló a través 
del proceso metodológico que comprende la utilización del método documental 
como eje central para la recopilación de información que permita al presente 
informe obtener el rigor científico exigido. Se utiliza el método inductivo-
deductivo para el análisis de la información y la generación de ideas 
conceptuales que permitan su desarrollo; así también, se utiliza el método de 
construcciones jurídicas que permitió el análisis lógico jurídico para la 
construcción de las conclusiones. 

Al respecto de lo último, es importante destacar que conclusiones del presente 
trabajo se establece que la regulación normativa que restringe la presentación 
conjunta de la Acción Extraordinaria de Protección y la Medida Cautelar 
corresponde a una necesidad normativa que evita la desnaturalización de la 
AEP, sin embargo, es necesario realizar una reforma que establezca con 
precisión los casos excepcionales para su admisión, siempre que estos se 
deriven de la justicia constitucional.
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DESARROLLO 

1. La Acción extraordinaria de protección, su carácter excepcional y su 
relevancia dentro del Sistema Jurídico Ecuatoriano 

La acción extraordinaria de Protección, como garantía constitucional que permite 
la verificación de si una decisión jurisdiccional ha vulnerado o no derechos 
constitucionalmente consagrados, ha generado un profundo debate jurídico en 
el país que se encuentra lejos de agotarse, haciendo necesario el plantear una 
serie de tópicos relacionados con esta garantía.  

De acuerdo con nuestra Constitución, la acción extraordinaria de protección 
puede interponerse cuando se hayan agotado todos los “recursos ordinarios y 
extraordinarios” que prevé nuestro ordenamiento jurídico para impugnar la 
decisión jurisdiccional cuestionada. Pese a la aparente claridad de la disposición 
anotada, en la práctica se nos presentan varias inquietudes cuyo esclarecimiento 
sobrepasan el interés académico por las importantes repercusiones prácticas 
que poseen.  

El presente artículo tiene como objetivo el analizar la problemática que se genera 
a propósito de la residualidad de la acción extraordinaria de protección frente a 
la posibilidad de interponer la acción de nulidad de sentencia que existe desde 
hace varias décadas atrás en nuestro Código de Procedimiento Civil.  

Cuando calificamos a una acción como “residual”, nos referimos a que 
únicamente estamos habilitados a recurrir a ella cuando se hayan agotado todos 
los otros mecanismos, recursos y acciones que contempla el ordenamiento 
jurídico para  obtener una determinada finalidad.  

En tal sentido, la acción extraordinaria de protección contemplada en la 
Constitución tiene la característica de “residual”, puesto que para acudir a ella se 
deben haber agotado previamente todos los recursos ordinarios y extraordinarios 
previstos en la legislación para obtener la reivindicación de un determinado 
derecho fundamental.  

Si bien a primera vista la residualidad y la no subsidiariedad pueden parecer 
conceptos similares, los mismos se diferencian claramente, ya que mientras la 
no subsidiariedad implica la prohibición de utilizar una acción constitucional en 
sustitución de mecanismos ordinarios previstos en la legislación, la residualidad 
implica el agotamiento previo de los mecanismos jurídicos contemplados como 
requisito para acceder al mecanismo residual. La no subsidiariedad implica el no 
poder utilizar de forma absoluta determinadas acciones cuando existen otros 
medios jurídicamente reconocidos que permiten alcanzar el mismo fin, mientras 
que la residualidad implica que la posibilidad de ejercicio de determinada acción 
se mantenga suspensa mientras no se hayan agotado todas las opciones que 
contempla el ordenamiento jurídico para alcanzar la finalidad deseada.  
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Lo primero que debemos plantearnos es el hecho de que los medios de 
impugnación de una decisión jurisdiccional no siempre se agotan con los 
denominados “recursos”, puesto que existen acciones de impugnación que si 
bien constituyen un proceso aparte, no pueden dejar de ser consideradas como 
formas válidas para impugnar decisiones jurisdiccionales. Precisamente la 
acción de nulidad de sentencia es una acción de impugnación y no un recurso 
procesal, pues implica el inicio de un nuevo proceso cuyo objeto es la sentencia 
y no los hechos que se discutieron en el proceso en el cual ésta se dictó.  

Nuestra Constitución cuando se refiere a la acción extraordinaria de protección 
únicamente establece como requisito de procedencia el que se hayan agotado 
“los recursos ordinarios y extraordinarios” –no a las acciones de impugnación- y 
por otra parte nos dice que las providencias impugnadas a través de esta 
garantía constitucional deben ser “definitivas”, “firmes o ejecutoriadas”.  

Una providencia firme o definitiva no es lo mismo que una providencia 
ejecutoriada. La distinción radica en la diferencia entre lo que es la cosa juzgada 
material entendida ésta como la calidad que poseen las providencias que 
generan efectos de inimpugnabilidad e inmutabilidad de la decisión y la cosa 
juzgada formal que únicamente genera el efecto de que la decisión ya no sea 
impugnable en el mismo proceso pero sí revisable en uno posterior. Para hablar 
de que una providencia es definitiva o firme necesariamente debemos referirnos 
a que genera efectos de cosa juzgada material mientras que la calidad de 
ejecutoriada la puede tener una providencia que genera efectos de cosa juzgada 
formal aunque no material.  

La Constitución se refiere a que las sentencias, autos y resoluciones sean “firmes 
o ejecutoriadas”, lo cual en virtud del uso de la conjunción disyuntiva “o”, nos 
haría pensar que podemos recurrir tanto de las providencias que generan efectos 
de cosa juzgada formal como aquellas que generan efectos de cosa juzgada 
material. Sin embargo, una interpretación extensiva como la anotada, a mi 
criterio desnaturalizaría la acción extraordinaria de protección y su carácter 
residual, puesto que no parece concebible el hecho de que una decisión que 
genera efectos de cosa juzgada formal y que por definición es susceptible de 
revisión en un nuevo proceso, sea cuestionada en la vía constitucional que es 
residual, ya que de admitir aquello, se incurriría en un fraude constitucional al 
utilizar la acción extraordinaria de protección como norma de cobertura para 
sustituir los mecanismos de impugnación ordinarios previstos en el ordenamiento 
jurídico.  

Es importante resaltar que el criterio anotado no ha sido definido aún por la Corte 
Constitucional ecuatoriana, encontrando sobre este tema decisiones 
contradictorias entre sí puesto que en algunas se sostiene que se puede 
impugnar por esta vía cualquier sentencia o auto ejecutoriado, y por otra parte 
quienes sostienen que únicamente se puede impugnar sentencias o autos 
interlocutorios que pongan fin al proceso con efectos de cosa juzgada material.  
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Sin perjuicio de lo señalado, el presente artículo lo elaboraré a partir de mi 
opinión justificada en los párrafos precedentes de que la acción extraordinaria 
de protección únicamente procede en contra de providencias que generen 
efectos de cosa juzgada material.  

2. Presentación conjunta de las dos garantías jurisdiccionales en la 
realidad ecuatoriana, y el posible abuso del derecho.  

La cuestión que corresponde analizar respecto de la acción extraordinaria de 
protección es qué sucede cuando existe la posibilidad de interponer una acción 
de impugnación en contra de la decisión jurisdiccional que se alega viola 
derechos constitucionales, tal como lo es la acción de nulidad de sentencia 
contemplada en el Código de Procedimiento Civil.  

Efectivamente, la acción de nulidad de sentencia se encuentra regulada en los 
artículos 299, 300 y 301 del Código de Procedimiento Civil. Como se evidencia, 
la acción de nulidad aludida se puede interponer en contra de sentencias 
ejecutoriadas por causas taxativamente especificadas y con determinadas 
condiciones que a primera vista haría que no se superpongan la acción de 
nulidad de sentencia y la acción extraordinaria de protección, ya que mientras 
para proponer la acción constitucional se requiere el agotamiento de los recursos 
ordinarios y extraordinarios que implica el agotamiento de las instancias 
previstas en nuestra legislación, para proponer la acción civil se requiere que la 
sentencia no haya sido dictada en última instancia, es decir, que se haya 
ejecutoriado por falta de interposición de los recursos verticales de forma 
oportuna y no por agotamiento de los recursos. Por lo dicho, la regla general 
sería que una sentencia que sea susceptible de ser impugnada a través de una 
acción extraordinaria de protección no lo sería a través de una acción de nulidad 
de sentencia y viceversa.  

Sin embargo, existe un caso excepcional en el que sí puede existir tal 
superposición, ya que la Constitución y la ley le habilita a interponer la acción 
extraordinaria de protección a quien no ha agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios cuando la falta de interposición no sea atribuible a la negligencia 
del titular del derecho constitucional vulnerado, en cuyo caso, podemos tener 
una sentencia que está ejecutoriada pero que no ha sido dada en última instancia 
y por lo tanto es susceptible tanto de acción de nulidad como de acción 
extraordinaria de protección pues aparentemente se cumplirían los requisitos de 
admisibilidad de ambas acciones.  

Frente a esta posibilidad existen dos alternativas claramente definidas:  

a) Aceptar la posibilidad de que se interpongan ambas acciones de forma 
concurrente o alternativa; y, b) Que únicamente se puede proponer la acción 
extraordinaria de protección una vez que se haya agotado la acción de nulidad 
de sentencia.  
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Si bien mi posición personal se inclina por la segunda alternativa, es importante 
señalar que la Corte Constitucional no ha tenido una posición clara sobre esta 
problemática, aceptando incluso una acción extraordinaria de protección cuando 
la sentencia cuestionada se encontraba en conocimiento de un juez a través de 
la interposición de una acción de nulidad, sin pronunciar nada al respecto. En 
otro caso, en una decisión dividida de cinco votos contra cuatro, se aceptó una 
acción extraordinaria de protección, cuando el voto de minoría sostenía su 
improcedencia, en virtud de que el vicio alegado podía ser subsanado a través 
de una acción de nulidad de sentencia.  

Con el propósito de abarcar ambas alternativas me permito exponer los 
argumentos que servirían para sostener la primera conjuntamente con las 
razones por las cuales me parece inaceptable esta posición:  

Tanto la Constitución como la Ley claramente establecen que uno de los 
requisitos de procedencia de la acción es el haber agotado todos los recursos 
ordinarios y extraordinarios. No se debe confundir entre lo que es un “recurso” 
con lo que es una “acción”, ya que constituyen dos instituciones procesales 
distintas. Efectivamente, “Los recursos son, genéricamente hablando medios de 
impugnación de los actos procesales. Realizado el acto, la parte agraviada por 
él, tiene, dentro de los límites que la ley le confiere, poderes de impugnación 
destinados a promover la revisión del acto y su eventual modificación…”, 
mientras que la acción es “el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de 
acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamar la satisfacción de una 
pretensión”. La acción de nulidad de sentencia jamás puede asimilarse a un 
recurso, ya que precisamente implica un proceso nuevo y distinto de aquel en el 
cual se dictó la sentencia cuya nulidad se pretende y por tanto la acción de 
nulidad no altera la característica de ejecutoriedad de las providencias que se 
impugnan.   

El asimilar la acción de nulidad a un recurso, implica realizar una interpretación 
restrictiva del inciso segundo del artículo 94 de la Constitución, interpretación 
que sería contraria a la norma constitucional establecida en el artículo 11 
numeral 5 de la Constitución que claramente dispone que en materia de 
derechos y garantías constitucionales, tal como ocurre en el presente caso, debe 
estarse a la interpretación que más favorezca a la efectiva vigencia de la 
garantía, lo cual proscribe cualquier tipo de interpretación analógica restrictiva.  

Los argumentos señalados podrían contrarrestarse señalando que un derecho 
constitucionalmente consagrado es el de la seguridad jurídica y que resulta 
contrario a dicho derecho y por ende a una interpretación sistemática de la 
Constitución, el señalar que se puede proponer la acción de nulidad de sentencia 
y la acción extraordinaria de protección de forma conjunta, ya que inclusive 
podrían dictarse fallos contradictorios sin una clara determinación de cual 
debería prevalecer.  

La segunda alternativa parte de la “residualidad” de la acción extraordinaria de 
protección, lo cual implica que dicha acción extraordinaria debe ser concebida 
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como la última alternativa que tiene la persona frente a la vulneración de 
derechos constitucionales por parte de las autoridades jurisdiccionales. Por ello, 
de tener la persona otra alternativa, no debería proceder la acción extraordinaria 
de protección por cuanto dejaría de tener el carácter de residual para convertirse 
en una acción alternativa a las que ya contempla nuestro ordenamiento jurídico.  

Si analizamos las causales por las cuales se puede interponer la acción de 
nulidad de sentencia, podemos observar que de las tres causales, la primera y 
la tercera encajan perfectamente en lo que configuraría una violación del derecho 
fundamental al debido proceso y a la defensa, por lo que en esos casos, cuando 
se cumplan las condiciones del artículo 301 del Código de Procedimiento Civil, 
considero que la persona que se crea afectada primero debe iniciar y agotar la 
acción de nulidad de sentencia y solamente en caso de que a través de esta 
acción no se consiga la reparación de sus derechos quedará habilitada para 
proponer una acción extraordinaria de protección, ya que únicamente con esta 
interpretación se conservará la “residualidad “de la acción constitucional.  

Es necesario emprender en una reforma legal que compatibilice nuestro 
ordenamiento jurídico con la acción extraordinaria de protección. En el caso en 
concreto de la acción de nulidad de sentencia parece inconcebible y contrario a 
cualquier norma procesal de inmediatez y celeridad el que exista una acción civil 
de nulidad de sentencia que coexista con la acción extraordinaria de protección, 
ya que ello deviene en que puedan existir procesos que se prolonguen durante 
varios años lo cual conlleva una denegación de justicia real y por ende una 
flagrante violación de derechos fundamentales.  

 Mientras no se produzca una reforma, en los casos en que quepa interponer 
tanto acción de nulidad de sentencia como acción extraordinaria de protección, 
debería agotarse la primera para viabilizar la interposición de la segunda a fin de 
evitar que se dicten fallos contradictorios que en lugar de propender a la 
reparación de los derechos constituyan una violación en sí mismos.  
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CONCLUSIONES 

Aplicado el proceso metodológico propuesto, y el cumplimiento de los objetivos 
propuestos, ha permitido llegar a las siguientes conclusiones: 

1. A diferencia de lo previsto en la Constitución de 1998, que excluía de 
la acción de amparo las decisiones judiciales, la actual Constitución 
optó por incluir entre las garantías jurisdiccionales de derechos la 
acción extraordinaria de protección que permite la revisión 
constitucional de decisiones judiciales, por tanto, adoptó una tesis 
permisiva amplia en la práctica del derecho comparado. Muchos 
países cuentan con procesos para el control de decisiones judiciales, 
así: España, Alemania, Colombia, Perú, Bolivia y, si bien en algunos 
casos como en Colombia no ha sido pacífica su aplicación, ha 
permanecido dada la importancia de su objetivo. Se trata de procesos 
subsidiarios que responden a la realidad jurídica de cada país, con 
fuente constitucional y desarrollo legal o jurisprudencial, con distintas 
denominaciones y diversos ámbitos de protección de derechos, 
particulares órganos competentes para conocer la acción, previsión de 
caducidad de la acción y la característica compartida de no tratarse de 
una nueva instancia en los procesos judiciales.   
 

2. Todos los jueces y tribunales tienen la misión de garantizar los 
derechos humanos, en observancia de la supremacía constitucional, 
siendo lo óptimo que la vulneración de los mismos pueda corregirse 
en el ámbito judicial ordinario 144 mediante los respectivos recursos, 
mas, la falta de esa corrección demandaba que las decisiones 
judiciales puedan ser revisadas en sede constitucional, cuando han 
sido acusadas de vulnerar derechos; de esta manera también los 
actos u omisiones de los operadores de justicia se sujetan al control 
de constitucionalidad como los de cualquier otra autoridad. 
 

3. Si bien los artículos 94 y 437 de la Constitución, determinan como 
requisitos de la acción: a) Que se trate de sentencias o autos 
definitivos y resoluciones con carácter de sentencia; b) Haber agotado 
los recursos ordinarios y extraordinarios previstos; c) Demostrar que 
en el juzgamiento se ha violado, por u omisión, el debido proceso u 
otros derechos reconocidos en la Constitución, era necesaria una 
adecuada regulación que viabilizara su aplicación, impidiendo una 
incorrecta utilización de esta garantía. En la actualidad rigen, para el 
efecto, las disposiciones de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

 
4. En efecto, es positiva la precisión sobre la legitimación activa como 

resultado de una interpretación integral de la Constitución efectuada 
por la Corte Constitucional y no limitarla a la condición de ciudadano o 
la de haber sido parte del proceso; la determinación de un período de 
caducidad para la presentación de la acción a fin de no dejar abierta 
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de manera indefinida la posibilidad de accionar esta garantía y obligar 
a las personas a preocuparse de manera oportuna de la defensa de 
sus derechos; la creación de una etapa de revisión de admisibilidad en 
el proceso, necesaria para prever que la acción cumpla sus objetivo y 
no sea convertida en otra instancia de la justicia ordinaria. 
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